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ACTA
Sesión Virtual Ordinaria - Plataforma Microsoft Teams
Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores
Miércoles 15 de diciembre de 2021, II Audiencia, 14:00 horas.
_______________________________________________________________

Personas participantes:
	Nombre
	Presente
	Ausente

	Sra. Sandra María Pereira Retana, Coordinadora
	X
	

	Sra. Deyanira Martínez Bolívar
	X
	

	Sra. Cindy Campos Coto
	X
	

	Sra. Mayela Pérez Delgado
	X
	

	Sra. Ericka Chavarría Astorga
	
	X justifica

	Sra. Karla Vanessa Sancho Vargas
	X
	

	Sr. Gabriel Quirós Calderón
	X
	

	Sra. Angie Calderón Chaves
	X
	

	Sra. Andrea Dotta Brenes
	
	X

	Sra. Mileidy García Solano
	
	X justifica

	Sr. Rodolfo Brenes Blanco
	X
	

	Sra. Ruth Bermúdez Molina
	X
	

	Sra. Mauren Arias Gutiérrez
Sra. Flor Murillo Rodríguez
	
	X

	Sra. Lupita Chaves Cervantes 
	
	X

	Sra. Rebeca Ramírez Corrales
	X
	

	Sra. Yolanda Mora Artavia
	
	X

	Sra. Rebeca Ferrero Villa
	X
	



ARTÍCULO I
Tema: Incorporación de la Sra. Jueza y Magistrada Suplente Sandra María Pereira Retana, como coordinadora de la Subcomisión. 
Se adjunta acuerdo del Corte Plena. 


SE ACUERDA: 1. Tomar nota de la coordinación que asume doña Sandra María Pereira Retana de esta Subcomisión, cuyo nombramiento fue ratificado por Corte Plena según consta en documento adjunto, por el período de dos años, a partir del 01 de octubre de 2021. 2. Se da una cordial bienvenida a doña Sandra. 3. Se agradece a doña Deyanira Martínez Bolívar, toda su colaboración, compromiso y aportes durante toda su gestión. 

ARTÍCULO II
Tema: Continuación de “Valorar acciones respecto al voto de la Sala Constitucional 5062 de 1303/2020, sobre atención preferencial, en cuanto a la misma es personal”.


[bookmark: _MON_1696134138]

“Se acuerda: 1. Socializar el Voto de la Sala Constitucional y la propuesta Circular presentada por doña Deyanira Martínez, Coordinadora de la Subcomisión, con el cambio realizado en sesión, para su estudio y posibles observaciones. 2. Retomar el tema para la sesión del mes de diciembre con la finalidad de dar trámite final a la gestión. 3. Comuníquese por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia…”

SE ACUERDA: 1. Aprobar la propuesta de Circular adjunta. 2. Elevarla para el conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia para su conocimiento y valoración. 3. Hacer del conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia que esta Subcomisión se encuentra atenta a recibir cualquier observación u orientación en relación con la Circular propuesta. 4. De ser aprobada por la Comisión se remita para el conocimiento del Consejo Superior. 5. Coordinar desde la Unidad de Acceso a la Justicia.   


ARTÍCULO III

Tema: Comunicación del Oficio CACC-756-2021- de la Comisión de Acceso a la Justicia para las personas coordinadoras de las diferentes Subcomisiones. Asunto: Circular 106-2021: Fortalecer el Sistema de Control Interno mediante actividades de control en las oficinas y despachos judiciales que tramitan procesos vinculados con la población Indígenas, a través de la utilización oportuna de actividades de control.
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SE ACUERDA: 1. Socializar con las personas integrantes de la Subcomisión el informe de la Oficina de Control Interno. 2. Agendar este punto para la próxima sesión (2022). 3. Coordinar con la Oficina de Control, para que se valore la posibilidad de que nos realicen una breve exposición del informen y nos orienten sobre la construcción de la circular. 4. Coordinar desde la Unidad de Acceso a la Justicia. 



ARTÍCULO IV
Tema: Solicitud de incorporación persona representante del CONAPAM a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores del Poder Judicial. Lo anterior, a partir de las coordinaciones que se han establecido con la Política Nacional de Vejez y Envejecimiento.  

SE ACUERDA: 1. Se aprueba hacer gestión ante el CONAPAM para que se sirvan valorar la posibilidad de designar a una persona representante de esa institución para que se integre de manera activa a la Subcomisión. 2. Coordinar desde la Unidad de Acceso a la Justicia el oficio de solicitud.

ARTÍCULO V
Tema: Periodicidad de las sesiones para el próximo año. Fechas, hora, modalidad. 

SE ACUERDA: 1. Sesiones bimensuales, los terceros jueves de cada mes, de manera virtual, a las 14:00 horas. 

ARTÍCULO VI
Tema:  Vigencia del Código Procesal de Familia para la población adulta mayor por el proceso cautelar. Valorar la posibilidad de implementar un plan de acción para capacitar a la población judicial en este aspecto, sobre todo a las personas que laboran en los juzgados que tramitan violencia doméstica.  

SE ACUERDA: 1. Tomar nota de las manifestaciones realizadas por parte de doña Sandra María Pereira Retana, quien ha manifestado que desde la Escuela Judicial ya se ofertó una serie de cursos y capacitaciones dirigidos para la población judicial en materia de familia; siendo que la propuesta realizada ya fue cubierta. 2. Acuerdo en firme.  

ARTÍCULO VII
Tema: Informar brevemente sobre el estado de asuntos varios en trámite, o proceso de seguimiento.  
1. Taller realizado el pasado 02 de diciembre. Participaron: aproximadamente 50 personas. Invitación abierta, masiva. 
2. Indicadores, Estrategia Nacional de Vejez y Envejecimiento. Ministerio de Salud. 
3. Indicadores Plan de Acción Política Nacional de Vejez y Envejecimiento. Poder Ejecutivo-CONAPAM. 
[bookmark: _GoBack]4. Protocolo Atención Personas Adultas Mayores. 
Menciona doña Deyanira la necesidad de considerar para la construcción del Protocolo el tema de las Medidas Cautelares a raíz de la entrada en vigencia del Código Procesal de Familia, en el mes de octubre de 2022. 
Doña Sandra menciona que lo va a revisar y considera que tal vez el  gestor de la jurisdicción de familia, pueda colaborarnos en la revisión de la estructura del documento, el fondo y la forma. (Don Cristian Alberto Martínez Hernández). Esto cuando el documento este listo por parte de la Subcomisión.
SE ACUERDA: 1. Tomar nota de las manifestaciones de Angie Calderón en relación con las coordinaciones realizadas en los puntos anteriormente descritos. 2. Para el caso del Protocolo, una vez que el documento esté listo, con las observaciones incorporadas de los grupos de trabajo, se socializará con las personas integrantes de la Subcomisión para su revisión. 3. Posteriormente se valorará solicitar la colaboración a la Comisión de la Jurisdicción de Familia, para que se haga una revisión del protocolo, y de considerarse necesario nos hagan saber las observaciones y/o recomendaciones que estimen pertinentes para su incorporación en el protocolo. 4. Continuar con las gestiones que sean necesarias para avanzar en obtener un producto final. 

Artículo VIII
Asuntos Varios

Tema: Revisión del Proyecto de Ley para la Jurisdicción Especializada en Persona Adulta Mayor. Propuesta de Coordinación de don Gabriel Quirós (SAPSO) y doña Tatiana Chaves Lavagni del Ministerio Público. (Expediente Legislativo No. 17790)
SE ACUERDA: 1. Consultar en la Asamblea Legislativa sobre la posibilidad de obtener el expediente de este proyecto y los motivos de su archivo. 2. De obtenerse socializarlo con las personas integrantes de la Subcomisión. 3. Cursar invitación a doña Tatiana Chaves, para que nos exponga  su inquietud e interés sobre esta propuesta de proyecto. 4. Valorar cual sería una estrategia de incidencia desde esta Subcomisión para apoyar el proyecto en caso de que proceda. 5. A partir de la información que nos traslade doña Tatiana, se valorará desde esta Subcomisión las posibilidades de apoyar el proyecto conforme con sus competencias. 6. Consultar en Presidencia de la Corte y en la Secretaría General de la Corte si se conoció este proyecto de Ley, y cuál fue la valoración o el criterio que se emitió al respecto. 
Se finalizó la sesión al ser las 15:30 horas.   
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Sala Constitucional


Resolución Nº 05062 - 2020 


Fecha de la Resolución: 13 de Marzo del 2020 a las 9:45 a. m. 

Expediente: 20-002762-0007-CO

Redactado por: Luis Fdo. Salazar Alvarado

Clase de asunto: Recurso de amparo

Control constitucional: Sentencia desestimatoria

Analizado por: SALA CONSTITUCIONAL

Indicadores de Relevancia

Sentencia relevante


Sentencia con datos protegidos, de conformidad con la normativa vigente


Contenido de Interés:

Tipo de contenido: Voto de mayoría

Rama del Derecho: 4. ASUNTOS DE GARANTÍA

Tema: MINORÍAS

Subtemas:

ADULTO MAYOR. 

005062-20. SE REITERA QUE, ADULTOS MAYORES NO PUEDEN REALIZAR TRAMITES QUE NO SEAN PERSONALES, EN VENTANILLAS PREFERENCIALES.  



LBH11/20

... Ver menos 


Contenido de Interés:

Temas Estrategicos: Constitución Política

Tipo de contenido: Voto de mayoría

Rama del Derecho: 4. ASUNTOS DE GARANTÍA

Tema: BANCARIO

Subtemas:

REQUISITOS.. 

005062-20. SE REITERA QUE, ADULTOS MAYORES NO PUEDEN REALIZAR TRAMITES QUE NO SEAN PERSONALES, EN VENTANILLAS PREFERENCIALES.  


LBH11/20

... Ver menos 


Texto de la Resolución


*200027620007CO*

Exp: 20-002762-0007-CO 

Res. Nº 2020005062

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las nueve horas cuarenta y cinco minutos del trece de marzo de dos mil veinte .

                 Recurso de amparo que se tramita en expediente número 20-002762-0007-CO, interpuesto por [Nombre 001], cédula de identidad [Valor 001], contra el BANCO NACIONAL DE COSTA RICA.

Resultando:

                1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 16:50 horas del 11 de febrero del 2020, el recurrente interpone recurso de amparo contra el BANCO NACIONAL DE COSTA RICA, y manifiesta que es una persona adulta mayor y posee una oficina en el centro comercial denominado Desarrollo Comercial del Sureste Decosure, ubicado en Desamparados, dado que se desempeña como abogado y notario. Refiere, que por su actividad constantemente visita el banco recurrido ubicado en ese centro comercial, pues realiza transacciones tanto personales como de sus clientes. Sin embargo, a finales del pasado diciembre la entidad bancaria recurrida cercenó su derecho a realizar dichas operaciones, pues dispuso que las transacciones que no sean de carácter personal, no deben gestionarse en la ventanilla preferencial, siendo que debe realizar la fila como el resto del público, sin considerar el amparado, su condición de salud que le impide estar mucho tiempo de pie y hacer largas filas, pues con frecuencia sufre de mareos y falta de estabilidad. Solicita la intervención de la Sala para que ordene al banco recurrido permitirle utilizar la ventanilla preferencial para transacciones personales o de sus clientes. 

                2.- Informa bajo juramento ATALIA VILLALOBOS ZAPATA, en su condición de Gerente de la oficina del Banco Nacional de Costa Rica ubicada en Desamparados, en el Centro Comercial DECOSURE. Acepta que el recurrente se presenta regularmente a la oficina recurrida a realizar trámites tanto personales como de terceros. Acepta que al recurrente se le comunicó en diciembre pasado que no podía utilizar la fila de atención preferencial para realizar trámites de terceros, motivo por el cual se presentó a su oficina con la señora Laura Fallas Fallas, administradora del Centro Comercial DECOSURE, pues la mayoría de gestiones que realizaba el recurrente eran para dicho Centro Comercial. La suscrita les indicó que mientras realizaba la consulta sobre el caso a la Dirección Jurídica de la institución, se le permitiría al recurrente seguir utilizando la fila preferencial, pero en ocasiones, por la gran cantidad de trámites que se presentaba a realizar el recurrente, era necesario alternar cierta cantidad de trámites con la atención de otros clientes, pues sino el tiempo que requería solo el recurrente, resultaba en esperas excesivas para el resto de usuarios, causando una evidente alteración en el servicio brindado. Formalmente se le entregó al señor [Nombre 001] y a la señora Laura Fallas Fallas, el oficio de fecha 31 de enero del 2020, que se adjunta al presente escrito, mediante el cual se les explicó que el servicio de la fila preferencial surge con la intención de dar un trámite más expedito a las personas que lo requieran por su edad, por embarazo o por presentar alguna discapacidad, para sus trámites personales. Conforme a dicho oficio, fue a partir del 10 de febrero que no se le permitió al recurrente seguir realizando trámites de terceros. Es importante aclarar, que la fila preferencial tiene el objetivo de agilizar y facilitar la realización de trámites personales a adultos mayores, mujeres embarazadas y personas con discapacidad. Sin embargo, ha sucedido en distintas oficinas del Banco, que empresas o familiares aprovechan para que una persona adulta mayor realice todos sus trámites en la fila preferencial, lo cual ocasiona un atraso en el servicio para la atención de otras personas que sí se presentan a realizar gestiones personales. Es decir, se desvirtúa la razón de la fila preferencial y termina siendo como cualquier otra caja en la que se atiende público en general. Por ese motivo, el Banco ha dispuesto que los trámites deben ser personales, para que no se afecte la atención de todas las personas que utilizan el servicio. Al recurrente se la ha indicado que puede seguir utilizando la fila preferencial para sus trámites personales, de ninguna manera se le está prohibiendo el uso del servicio en su totalidad. El Banco no pretende perjudicar al recurrente, ni violar sus derechos, sino que con esta disposición se busca proteger los derechos de los demás usuarios, que terminan siendo los perjudicados si se abusa de la fila preferencial. En este caso, debemos delimitar cuando el goce de un derecho se convierte en un abuso y cuando ese abuso afecta el derecho de terceros, pues si la fila preferencial se utiliza irrestrictamente termina desvirtuándose el servicio. El Banco le garantiza al recurrente la atención preferencial para sus trámites personales, por lo que no puede alegarse una violación a sus derechos fundamentales, la institución únicamente está velando por los derechos de las demás personas que requieren utilizar ese servicio y que son perjudicadas por el abuso de personas que pretenden realizar gestiones de terceros. Solicita que se desestime el recurso planteado.

                3.- Informa bajo juramento Emiliana Rivera Meza, mayor, en su condición de Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM), que en el presente caso, la discusión debe centrarse en determinar cuál es el alcance del derecho a la “atención preferencial” de la persona adulta mayor, según la normativa establecida al efecto y, a falta de precisión, el criterio técnico que el órgano rector en materia de vejez y envejecimiento, ha mantenido a través del tiempo. Con la promulgación de la Ley No. 7935, Ley Integral para la Persona Adulta Mayor de 25 de octubre de 1999 y sus reformas, en su título III denominado “Deberes de la Sociedad”, Capítulo I, Normas Generales, se establece un deber (aunque se deja sujeto a un acuerdo) para que toda institución pública o privada, brinde atención preferencial a las personas adultas mayores. Este artículo reza:

“ARTÍCULO 13.- Atención preferencial

Toda institución pública o privada que así lo acuerde que brinde servicios al público deberá mantener una infraestructura adecuada, asientos preferenciales y otras comodidades para el uso de las personas adultas mayores que los requieran; además, deberá ofrecerles los recursos humanos necesarios para que se realicen procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando tengan alguna discapacidad.

En el transporte público, el Estado deberá exigir la existencia de asientos preferenciales debidamente señalados para las personas adultas mayores, así como la eliminación de barreras arquitectónicas”.

Según se observa, de esta norma surgen varios aspectos que llaman la atención, a saber:

1. Se utiliza un término genérico para referirse a “toda institución pública o privada”, con lo cual en principio se tendría a todo el aparato estatal y al sector privado cubierto.

2. El deber de brindar atención preferencial, queda sujeto a un acuerdo, puesto que el artículo indica “ Toda institución pública o privada que así lo acuerde…”.

3. La “atención preferencial” que señala el artículo consiste en “ mantener una infraestructura adecuada, asientos preferenciales y otras comodidades para el uso de las personas adultas mayores que los requieran…”. Además, “… ofrecerles los recursos humanos necesarios para que se realicen procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando tengan alguna discapacidad”.

4. La norma sí impone de manera obligatoria deberes en materia de transporte público, puesto que el Estado debe exigir “la existencia de asientos preferenciales, debidamente señalados para las personas adultas mayores, así como la eliminación de barreras arquitectónicas”.

En el año 2002, se promulga el Decreto Ejecutivo No. 30438-MP del 19 de abril de ese año, el cual reglamenta la Ley No. 7935, antes citada. Este decreto en su artículo 11, refiriéndose a la “atención preferencial” dispone:

“Artículo 11.- Sobre la atención preferencial : Las personas adultas mayores serán sujetos de trato preferencial, para lo cual se establece que:

a) Toda institución pública o privada deberá, a la brevedad posible, hacer las adecuaciones de infraestructura necesarias que permitan la atención y condiciones que demandan las personas adultas mayores.

b) Las instituciones implementarán las facilidades necesarias para la realización de trámites administrativos de las personas adultas mayores.

c) El MOPT velará para que los servicios de transporte público garanticen asientos preferenciales debidamente señalados y la eliminación gradual de toda barrera arquitectónica que presente el servicio”.

Sin entrar a analizar un posible conflicto entre la norma reglamentaria y la norma legal, puesto que podría existir un exceso de la potestad reglamentaria, este artículo establece como obligatoria la atención preferencial y claramente dispone que las personas adultas mayores serán sujetas de esa atención preferencial. Esto, sin que exista un acuerdo de por medio. Además, la norma obliga a realizar adecuaciones de infraestructura, implementar facilidades necesarias para la realización de trámites administrativos y establece que corresponde al Ministerio de Obras Públicas y Transportes velar por el cumplimiento de las obligaciones dichas en materia de transporte público.

Esto, como parte de los deberes de la sociedad y el Estado, para con este sector de la población de 65 años o más.

A nivel internacional, el trato preferencial se ha establecido como un derecho humano de la persona adulta mayor y no simplemente como una obligación o deber de la sociedad y del Estado. Así, la Carta de San José sobre los Derechos de las Personas Adultas Mayores de Latinoamérica y el Caribe, adoptada en la tercera Conferencia regional intergubernamental sobre envejecimiento en América Latina y el Caribe, celebrada en San José de Costa Rica, del 8 al 11 de mayo de 2012, la que aunque constituye un instrumento de derecho blando (soft law), en su cláusula 6 incisos a) y c) dispone:

“6. Reforzaremos las acciones dirigidas a incrementar la protección de los derechos humanos en el ámbito nacional y nos comprometemos a:

a. Adoptar medidas adecuadas, legislativas, administrativas y de otra índole, que garanticen a las personas mayores un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos y prohíban todos los tipos de discriminación en su contra, (…)

c. Brindar atención prioritaria y trato preferencial a las personas mayores en la tramitación, resolución y ejecución de las decisiones en los procesos administrativos y judiciales, así como en los servicios, beneficios y prestaciones que brinda el Estado, (…)”

Con esta disposición, a nivel de derechos humanos, desde el año 2012, el país se compromete a tomar medidas para garantizar un trato prioritario, diferenciado y preferencial, en diversas instancias, niveles y materias, incluyendo el de la prestación de servicios, a efectos de garantizar ese derecho humano específico para las personas adultas mayores.

En sintonía con la Carta de San José, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, ratificada mediante la Ley No. 9394 del 8 de setiembre de 2016 y el Decreto Ejecutivo No. 39973 del 12 de octubre de 2016, en su artículo 3, inciso k), establece como un principio general aplicable a la convención “El buen trato y la atención preferencial ” para las personas adultas mayores.

De manera que, desde la perspectiva de la Convención, el trato diferenciado y preferencial se estatuye como una garantía para la persona adulta mayor, en el ejercicio de sus derechos humanos.

Más de las normas analizadas, se observa como de manera expresa no se ordena la existencia de procesos de atención preferencial (ventanillas o filas preferenciales), más esta se ha tenido como una buena práctica, derivada precisamente de ese derecho humano y deber del Estado y la sociedad de brindar buen trato y atención prioritaria y preferencial a la persona adulta mayor.

Ahora bien, ante la falta de regulación expresa, el CONAPAM ha sido del criterio técnico de que la atención en las denominadas “ventanillas o filas preferenciales”, debe ser brindada cuando la persona adulta mayor realiza sus propios trámites.

Pretender lo contrario, desvirtuaría el reconocimiento de este derecho y hasta la finalidad de esta buena práctica, la cual ha sido creada para favorecer a la persona privilegiándola con un trato prioritario y diferenciado, por su condición etaria.

En igual sentido, una pretensión en ese sentido, podría contravenir parámetros de razonabilidad, al propiciar el uso abusivo de este derecho o generar situaciones absurdas o injustas, como, por ejemplo, cuando la persona adulta mayor realiza los trámites de terceras personas, incluso los de un negocio comercial o un despacho profesional, en detrimento de otras personas en la misma fila y en espera de ser atendidas.

Pero, además, pretender que la “ventanilla o fila preferencial” sea usada por las personas adultas mayores para trámites de terceros, podría propiciar que se deriven situaciones de abuso y maltrato, tan comunes en nuestra sociedad, como, por ejemplo, cuando las personas adultas mayores son utilizadas por sus propias familiares o terceros, para que les realicen sus diligencias (pago de recibos, retiro de medicamentos, depósitos bancarios, etc.), convirtiendo a la persona en una especie de mandadero, sin ningún tipo de paga o reconocimiento, generándose círculos de violencia y explotación.

Incluso, si se considerara que lo que ocurre en el campo fáctico con la restricción de la buena práctica en comentario, es un acto limitativo de derechos, se considera que, tras someter esta limitación al estudio de razonabilidad constitucional, se cumple con la triple condición, es decir, resulta necesaria, idónea y proporcional, en los términos que la abundante jurisprudencia constitucional, sobre el tema lo ha desarrollado. Todo precisamente para evitar situaciones de abuso, absurdas o injustas.

4.- En los procedimientos seguidos se ha observado las prescripciones legales.

                 Redacta el Magistrado Salazar Alvarado; y,

  Considerando:

                I.- Objeto del recurso. El recurrente manifiesta que es una persona adulta mayor y posee una oficina en el centro comercial denominado Desarrollo Comercial del Sureste Decosure, ubicado en Desamparados, donde se desempeña como abogado y notario. Por su actividad, constantemente visita el banco recurrido ubicado en ese centro comercial, pues realiza transacciones tanto personales como de sus clientes. Sin embargo, asegura que, a finales del pasado diciembre, la entidad bancaria recurrida cercenó su derecho a realizar dichas operaciones, pues dispuso que las transacciones que no sean de carácter personal, no deben gestionarse en la ventanilla preferencial, siendo que debe realizar la fila como el resto del público, sin considerar su condición de salud, que le impide estar mucho tiempo de pie y hacer largas filas, pues con frecuencia sufre de mareos y falta de estabilidad. Solicita la intervención de la Sala para que ordene al banco recurrido permitirle utilizar la ventanilla preferencial para transacciones personales o de sus clientes.

II.- Hechos probados. De importancia para la decisión de este asunto, se estiman como debidamente demostrados los siguientes hechos, sea porque así han sido acreditados o bien porque el recurrido haya omitido referirse a ellos según lo prevenido en el auto inicial:

a. El recurrente es adulto mayor, nacido el 20 de mayo de 1947 (Consulta al Tribunal Supremo de Elecciones).

b. El promovente realiza transacciones tanto personales como de sus clientes, en la agencia del Banco Nacional de Costa Rica ubicada en Desamparados, en el Centro Comercial DECOSURE (hecho no controvertido).

c. Mediante oficio de fecha 31 de enero del 2020, suscrito por Atalia Villalobos Zapata, en su condición de Gerente de la Agencia del BNCR Decosure, se les explicó al tutelado que el servicio de la fila preferencial surge con la intención de dar un trámite más expedito a las personas que lo requieran por su edad, por embarazo o por presentar alguna discapacidad, para sus trámites personales. Conforme a dicho oficio, a partir del 10 de febrero no se le permitió al recurrente seguir realizando trámites de terceros (ver informes y prueba adjunta).

                III.- Sobre las personas adultas mayores. Ha considerado la Sala, a través de numerosas decisiones, que la vida de las personas adultas mayores no tiene porqué ser pasiva o carente de participación en distintos ámbitos de la sociedad. Más aún, debe ser una preocupación general que el conjunto de cambios individuales asociados al envejecimiento no impliquen una pérdida de oportunidades y mucho menos de derechos. De esta forma, a partir de julio de 1997 se inició el programa Ciudadano de Oro, con el objetivo de crear una cultura de dignificación y respeto de las personas adultas mayores y en virtud de ello se implementó la atención preferencial y la proyección comunitaria mediante la emisión de políticas para brindar un trato preferencial de atención a la población adulta mayor. Posteriormente, mediante el Decreto Ejecutivo N° 26991-SMTSS del 27 de abril de 1998, se ordenó que esta atención privilegiada se ofreciera en todas las entidades públicas, siendo que este beneficio se consolidó con la aprobación de la citada Ley N° 7935 “Ley Integral para la Persona Adulta Mayor ”, del 15 de noviembre de 1999, para lo cual se dispuso con respecto al tema bajo análisis:

 “ARTÍCULO 13.- Atención preferencial

 Toda institución pública o privada que así lo acuerde que brinde servicios al público deberá mantener una infraestructura adecuada, asientos preferenciales y otras comodidades para el uso de las personas adultas mayores que los requieran; además, deberá ofrecerles los recursos humanos necesarios para que se realicen procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando tengan alguna discapacidad…”. 

 La Ley Integral para la Persona Adulta Mayor tiene por objetivo fundamental que se logren las condiciones necesarias para que los adultos mayores, así como cualquier persona con discapacidad, alcancen su plena participación social. Precisamente, por su fundamento, es que el disfrute de iguales oportunidades de acceso y participación en idénticas circunstancias deja de ser para los adultos mayores una simple aspiración y se convierte en un derecho fundamental. Para garantizar el ejercicio de sus derechos y deberes, la ley antes citada, impone a las Administraciones Públicas y a los sujetos de derecho privado que brindan un servicio público, proveer tanto a los adultos mayores, como a los discapacitados, los servicios de apoyo, las ayudas técnicas requeridas y la supresión de todo género de barrera. Dentro de este orden de ideas, el incumplimiento del interés público que la ley consagra, implica una violación flagrante de los derechos fundamentales de ese grupo social (Sentencia N° 2010-001493 de las 18:13 horas del 26 de enero del 2010). 

   IV.- Sobre el fondo. En cuanto al argumento planteado en el presente recurso de amparo, en el sentido de no permitir que el recurrente utilice la ventanilla preferencial de la Sucursal del Banco Nacional de Costa Rica en el Centro Comercial DECOSURE, para realizar transacciones de terceros, es de mérito indicar que, con anterioridad, esta Sala se ha pronunciado sobre este tema, y ha considerado que no contraviene el derecho a la igualdad de las personas con derecho a tratos preferenciales, restringir ese uso a transacciones eminentemente personales. Al respecto, en la Sentencia N° 2010-15450 de las 12:17 horas del 17 de setiembre del 2010, se indicó lo siguiente:

 “… IV.- Ahora bien, puede vincularse con la jurisprudencia y normativa anteriormente citados el derecho de las personas con discapacidad a recibir un trato preferencial, en los diferentes servicios de atención abiertos al público y que implican disponer un determinado orden de atención de los usuarios, tal y como se hace también con las mujeres embarazadas y los adultos mayores, en consideración a un eventual estado de vulnerabilidad física mayor, que el común de los usuarios. No obstante cabría preguntarse, frente a un ejemplo concreto, como el que suscita este caso, si ese trato diferenciado –preferencial– es irrestricto. Considera la Sala que si, ante casos particulares, se determina que, la forma en que la persona con discapacidad emplea su derecho de atención preferencial, trastorna la atención general del público que requiere del servicio, es válido que el encargado de su organización implemente restricciones razonables a tal atención. En el presente asunto, la determinación que se adoptó fue la de atenderle preferentemente para sus gestiones personales y bajo el orden de atención regular en cuanto a trámites de terceros. No se observa que con ello se cause discriminación al actor o que se le coloque en posición desventajosa frente al resto de los usuarios de la sucursal, sino que, simplemente, deberá atenerse al orden común de atención…”. (criterio reiterado, entre otras, en la Sentencia N° 2014-03913 de las 14:50 horas del 19 de marzo del 2014, y en la Sentencia N° 2019-019141 de las 9:20 horas del 4 de octubre del 2019). 

                En el caso que nos ocupa, de igual forma, la Sala no encuentra que la autoridad recurrida haya lesionado ningún derecho fundamental al recurrente. Lo anterior por cuanto, si bien es una persona adulta mayor, la cual tiene derecho a utilizar la "ventanilla preferencial", lo cierto es que se presenta en dicha ventanilla a realizar una serie de trámites que corresponde a terceros (clientes), y por la gran cantidad de trámites que se presentaba a realizar, el tiempo que requería su atención, resultaba en esperas excesivas para el resto de usuarios (incluso otros adultos mayores) causando una evidente alteración en el servicio brindado. Por lo anterior, con dicha actuación está desvirtuado la finalidad de la normativa supra citada, y es contraria al espíritu del legislador, en razón de que lo que se pretende con esta ley, es otorgarle una serie de ventajas y comodidades para que el adulto mayor pueda hacer sus trámites, pero en este caso, no sería razonable la utilización de la ventanilla en cuestión para trámites de terceros, aunque sean sus clientes. Incluso, ello podría conllevar un detrimento general del accionar de la entidad bancaria en perjuicio de los demás adultos mayores que también tienen derecho a un trato preferencial. Motivo por el cual, no se considera discriminatorio permitir el uso de la ventanilla preferencial solo para asuntos del propio interesado. Lo anterior es congruente con lo señalado por la Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM), a quien se le otorgó audiencia con ocasión del presente amparo, quien indica que ese órgano ha sido del criterio técnico de que la atención en las denominadas “ventanillas o filas preferenciales”, debe ser brindada cuando la persona adulta mayor realiza sus propios trámites. La funcionaria agrega que pretender lo contrario, desvirtuaría el reconocimiento de este derecho y hasta la finalidad de esta buena práctica, la cual ha sido creada para favorecer a la persona privilegiándola con un trato prioritario y diferenciado, por su condición etaria. En igual sentido, una pretensión en ese sentido, podría contravenir parámetros de razonabilidad, al propiciar el uso abusivo de este derecho o generar situaciones absurdas o injustas, como, por ejemplo, cuando la persona adulta mayor realiza los trámites de terceras personas, incluso los de un negocio comercial o un despacho profesional, en detrimento de otras personas en la misma fila y en espera de ser atendidas. Asimismo, podría propiciar que se deriven situaciones de abuso y maltrato, tan comunes en nuestra sociedad.

V.- Conclusión. En consecuencia, en virtud de lo expuesto en los párrafos anteriores y por los hechos acusados, la Sala no constata ninguna discriminación en contra del recurrente, ni violación alguna a sus demás derechos fundamentales. En virtud de ello, lo procedente es ordenar la desestimación del recurso, como en efecto se dispone.

                VI.- DOCUMENTACIÓN APORTADA AL EXPEDIENTE . Se previene a las partes que de haber aportado algún documento en papel, así como objetos o pruebas contenidas en algún dispositivo adicional de carácter electrónico, informático, magnético, óptico, telemático o producido por nuevas tecnologías, estos deberán ser retirados del despacho en un plazo máximo de 30 días hábiles contados a partir de la notificación de esta sentencia. De lo contrario, será destruido todo aquel material que no sea retirado dentro de este plazo, según lo dispuesto en el "Reglamento sobre Expediente Electrónico ante el Poder Judicial", aprobado por la Corte Plena en sesión N° 27-11 del 22 de agosto del 2011, artículo XXVI y publicado en el Boletín Judicial número 19 del 26 de enero del 2012, así como en el acuerdo aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 43-12 celebrada el 3 de mayo del 2012, artículo LXXXI.

Por tanto:

                Se declara sin lugar el recurso.
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San José, 21 de octubre de 2021



Doctor Jorge Enrique Olaso Alvarez

Magistrado coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 

Licda. Angie Calderón Chaves

Coordinadora a.i Unidad de Acceso a la Justicia

S.O



Estimado y Estimada:

	La suscrita, MSc. Deyanira Martínez Bolívar, ante ustedes con el debido respeto me presento a manifestarles lo siguiente:

	

ANTECEDENTES.

· En sesión número 075-2009 del 06 de agosto de 2009, artículo LXIV, el  Consejo Superior, ante consulta realizada por un despacho judicial, acordó: “Comunicar a la licenciada Jiménez Sequeira y al licenciado Chaves Chaves, que de conformidad con las circulares emitidas al respecto, deberán darle prioridad a la atención del adulto mayor, independientemente del grado profesional con que cuentan los usuarios (as) que acuden a los servicios que brinda el despacho, lo cual no significa que se deba dar ese mismo trato a la resolución de los asuntos en que figure como director o representante.”.

· Por circular de la Secretaría de la Corte 89-2011 de 29 de agosto de 2011, se informó a los despachos judiciales del país, en lo que interesa: “Asimismo, se les comunica que deben darles atención prioritaria a los abogados y abogadas que se presenten con carné de oro, siempre y cuando se presenten como actores en una causa, de lo contrario se les dará el mismo trato que a las demás personas.” Lo anterior se reiteró en circular 109-2012 del 31 de julio de 2012.

· No obstante, en sesión ordinaria, número 083-2012, de 18 de setiembre de 2012, Artículo III, el Consejo Superior indicó: “Por considerar que no se ha dado una correcta interpretación a la circular N° 109-2012, del 31 de julio del año en curso, se acordó: 1.) Aclarar que se debe dar una atención preferencial a las personas adultas mayores sean o no abogados, cuando acuden a los despachos judiciales para obtener información o realizar algún trámite relacionado con un asunto de su interés o que figuren como abogados o abogadas, directores y directoras de una de las partes. Este trato preferencial no se aplica en cuanto a la tramitación de los procesos en que figuren personas adultas mayores como abogados o abogadas directoras de una de las partes. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la integrante Chaves Cervantes, para que, en su condición de componente de la Comisión de Accesibilidad, encargada del tema de las personas adultas mayores, revise la citada circular y le incorpore lo dispuesto. 3) Comunicar este acuerdo a los gestionantes...”

· En sesión ordinaria de la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas Adultas Mayores, celebrada el miércoles 18 de agosto de 2021, acta 05, Artículo VI, se conoció el tema: “Valorar acciones respecto al voto de la Sala Constitucional 5062 de 1303/2020, sobre atención preferencial, en cuanto a la misma es personal. En esta oportunidad se consideró conveniente pedir al Consejo Superior, divulgar por medio de una circular, que el derecho a la atención preferencial en los despachos judiciales y demás instancias administrativas del Poder Judicial, es para trámites personales de la Persona Adulta Mayor. En ese sentido se acordó: “1. Se tienen por hechas las manifestaciones de la señora Deyanira Martínez Bolívar. 2. La coordinadora de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Mayores elaborará una propuesta de circular para solicitar considerar al Consejo Superior definir los términos en los que se debe entender la atención preferencial a las personas adultas mayores litigantes.”.

	Cumpliendo con esa asignación y a fin de que se definan los términos en los que se debe atender la atención preferencial a las personas adultas mayores litigantes, de conformidad con lo dispuesto por la Sala Constitucional, el proyecto de circular sugerido, sujeto a lo que disponga la Unidad, es el siguiente. 



CIRCULAR No. ______________

Asunto:  La atención prioritaria y trámite preferente de las Personas Adultas Mayores, en los servicios judiciales es personal.

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS Y PÚBLICO EN GENERAL

SE LES HACE SABER QUE:



	Mediante el voto 5062 de las 09 horas 45 minutos del 13 de marzo de 2020, la Sala Constitucional reiteró que las Personas Adultas Mayores, podrán hacer efectivo el derecho de atención en ventanilla preferencial únicamente para trámites personales. Para ese Alto Tribunal, la ley número 7935 “Ley Integral para la Persona Adulta Mayor”, de 15 de noviembre de 1999, concede ventajas y comodidades a esa población para que pueda realizar sus trámites, por lo que no resulta razonable la utilización de la ventanilla en cuestión para gestiones en favor de terceros, aunque sean sus clientes. Incluso, se asegura, de permitirse ese accionar por parte de las entidades, se podría ocasionar un perjuicio a los demás adultos mayores que también tienen derecho a un trato preferencial y esperan ser atendidos en igualdad de condiciones.

Se le recuerda al personal judicial su deber de cumplir las Políticas para garantizar el efectivo acceso a la justicia de la población adulta mayor aprobada por el  Consejo Superior en sesión No. 27-2008, celebrada el 15 de abril del 2008, artículo XLVI y las Circulares  No. 61-08  del 7 de mayo del 2008; No. 01-09  del 8 de enero del 2009, N0. 05-09  del 16 de enero del 2009” 




San José, ____de ___de_____.

Sin otro particular, se suscribe atentamente;







MSc. Deyanira Martínez Bolívar

Coordinadora

Subcomisión Acceso a la Justicia para Personas Adultas Mayores
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San José, 20 de septiembre del 2021

Oficio CACC-756-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio

Señoras y señores

Coordinadoras y Coordinadores

Subcomisiones de Acceso a la Justicia

Poder Judicial

S.D.



Estimadas señoras, estimados señores:

Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia en la sesión virtual celebrada el 15 de septiembre de 2021, en donde se acordó:



“ARTICULO I

Actualización Sistema SEVRI Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia. Desarrolla Damaris Vargas. Punto quedó pendiente de la sesión anterior.



“ARTÍCULO V

[bookmark: _Hlk76643728]Actualización del Sistema Específico de Valoración de Riesgos (SEVRI) de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones, sugerencia por parte de la Magistrada Damaris Vargas Vásquez.











SE ACUERDA: Se retomará en la siguiente sesión, con el fin de que la Magistrada Damaris Vargas Vásquez exponga lo correspondiente a su propuesta”.

Angie Calderón comenta que ya se ha venido trabajando en la actualización de ambos sistemas PAI y SEVRI, y que se está en tiempo para cumplir con lo indicado en la circular 85-2021.



ACUERDO: 1. Tomar nota de la solicitud de la Magistrada Damaris Vargas Vásquez. 2. Instar a las diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia para que valoren la construcción de circulares similares a la No. 106-2021(indígenas) según los temas que se traten, en forma coordinada con la Oficina de Control Interno, tomando en consideración las necesidades particulares de las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad que se atienden en la institución. 3. Solicitar que la propuesta de Circular que construyan sea puesta en conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia para su respectivo visto bueno. 4. Comuníquese por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia a todas las personas coordinadoras de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia.



Sin otro particular, se despide de usted atentamente,





Licda. Angie Calderón Chaves

Coordinadora a.í.

Unidad de Acceso a la Justicia

Poder Judicial





CC:



PD: Mucho le agradeceré copiar su respuesta a las siguientes personas:



· Estefani Ceciliano Segura, Asistente Administrativa, Unidad de Acceso a la Justicia.
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CIRCULAR No. 85-2021

Asunto: Seguimiento del Proceso de Autoevaluacion Institucional (PAI) 2021 y
Sistema Especifico de Valoracion del Riesgo (SEVRI) 2021. Fecha limite para el registro
de la informacién en su totalidad es el ultimo dia habil del mes de octubre de 2021.-

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior en sesion No. 27-2021 celebrada el 8 de abril de 2021, articulo
LVII, dispuso aprobar la propuesta de la Oficina Control Interno, relativo a la
comunicacion para el seguimiento de los despachos y oficinas judiciales, referente a que los
sistemas PAI y SEVRI ya se encuentran habilitados para las respectivas modificaciones,
inclusion de minutas, avance en propuestas de mejora y seguimiento, segiin corresponda.

Asimismo, se les recuerda que se deben registrar avances en estos sistemas, al
menos, en forma bimensual.

Igualmente, se les indica que la fecha limite para el registro de la informacion en su
totalidad es el ultimo dia habil del mes de octubre de 2021.

De conformidad con la circular No. 67-09 emitida por la Secretaria de la Corte
el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que
rige esta materia, la publicacion esta exenta de todo pago de derechos.

Publiguese por una Unica vez en el Boletin Judicial.

San José, 28 de abril de 2021

Lic. Carlos T. Mora Rodriguez
Subsecretario General interino
Corte Suprema de Justicia

Angie Ampié Gutiérrez.
Ref: (2982-2021)
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Actualizacion SEVRI de Comision de Acceso a la Justicia y de Subcom...

Asunto: Actualizacion SEVRI de Comision de Acceso a la Justicia y de Subcomisiones

De: Damaris Vargas Vasquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>

Fecha: 20/7/2021 00:59

Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>

CC: Melissa Benavides Viquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>, Acceso a la Justicia
<accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>, Alejandra Mena Cardenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>,
Control Interno <controlinterno@Poder-Judicial.go.cr>

Estimado don Jorge:

Buenos dias. Mi atenta sugerencia para que la Comision de Acceso a la Justicia en forma coordinada con
las Subcomisiones a su cargo, vaya remitiendo propuestas de actualizacion del SEVRI de la Comisién y
actualizando sus propios SEVRIs en cumplimiento del limite institucional fijado al cierre de octubre de
2021 en la Circular 85-2021.

Aprovecho para solicitarle valorar la posibilidad de que la Comisién de Acceso a la Justicia inste a las
Subcomisiones construyan Circulares similares a la 106-2021 (Indigenas) segun los temas que traten,
en forma coordinada con la Oficina de Control Interno. En el caso de la Subcomisién de Acceso a la
Justicia de Personas con Discapacidad ya estamos trabajando en dicha Circular.

Copio a la Oficina de Control Interno con la que estamos articulando acciones.

Cordialmente,

<0 Damaris Yorgas Vasquey
§’ o Magistrada, Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia
e,

. Poder Judicial, Republica de Costa Rica
'@QQ - Tel.: (506) 2295-4995 / Correo: dvargas@poder-judicial.go.cr
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CIRCULAR No. 106-2021

Asunto: “Fortalecer el Sistema de Control Interno mediante actividades de control en las
oficinas y despachos judiciales que tramitan proceso vinculados con la poblacion Indigenas,
a traveés de la utilizacion oportuna de actividades de control.”

A TODAS LAS OFICINAS Y DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesion N°29-2021 celebrada el 15 de abril de 2021,
articulo LXXVI, acordd hacer de conocimiento de las personas de oficinas y juzgados, los
controles minimos de gestion establecidos en el informe 37-CI-2021 elaborado por la
Oficina de Control Interno, sobre el Diagnostico de Sistema de Control Interno realizado a
las oficinas y despachos judiciales que tramitan procesos vinculados con las personas
usuarias de poblaciones indigenas.

Al dar cumplimiento a esta circular se fortalece oportunamente el funcionamiento del
Sistema de Control Interno (SCI), y la estandarizacion de las actividades de control. Ademas,
es necesario que los servidores y servidoras judiciales brinden un trato igualitario en la
tramitacion y resolucion de los procesos en que sea parte la poblacién indigena.

Sera responsabilidad de la Administracion Activa realizar las acciones necesarias para
garantizar su efectivo funcionamiento.

Por ultimo, se sefiala que la Oficina de Control Interno estara en la mayor disposicion de
asesorar en el proceso de implementacion de esta linea de control.

Puede acceder el acuerdo completo al siguiente enlace de la pagina Web de Control Interno:

https://controlinterno.poder-judicial.go.cr/index.php/asesoria-y-gestion-documentos

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaria de la Corte el 22 de
junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta
materia, la publicacion esta exenta de todo pago de derechos.

Publiquese por una Unica vez en el Boletin Judicial.

San José, 14 de mayo de 2021

Lic. Carlos Toscano Mora Rodriguez
Subsecretario General interino
Corte Suprema de Justicia

Refs: (3323-2021)




https://controlinterno.poder-judicial.go.cr/index.php/asesoria-y-gestion-documentos
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

San José, 06 de mayo de 2021

N° 3982-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio







[bookmark: _Hlk58933495]Señora

Licda. Nacira Valverde Bermúdez

Directora de Planificación



Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 29-2021 celebrada el 15 de abril de 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc69147255][bookmark: _Toc69388884]“ARTÍCULO LXXVI 



DOCUMENTO N° 3323-2021



El máster Hugo Hernández Alfaro y la licenciada Indira Alfaro Castillo, en su respectivo orden; Jefe de la Oficina de Control Interno y Profesional de Control Interno, en oficio N° 037-CI-2021 del 6 de abril de 2021, presentaron la siguiente gestión:



“Para su conocimiento y en atención a la necesidad de que el Jerarca y los Titulares Subordinados, emprendan acciones necesarias para contar con un Sistema de Control Interno (SCI), conformado por una serie de acciones diseñadas y ejecutadas por la Administración Activa, tal como lo establece la Norma 1.1 Normas Generales del Manual de Normas de Control Interno (MCI); se remite informe realizado por la Oficina de Control Interno, sobre los controles mínimos que deben cumplir los despachos y oficinas judiciales de las diferentes materias en los procesos vinculados con Pueblos Indígenas.



Es oportuno mencionar que el contenido de este informe cuenta con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, la validación por parte de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de la Magistrada Damaris Vargas Vásquez de la Sala Primera y Coordinadora de esta Subcomisión. Asimismo, este documento cuenta con la incorporación de ajustes propuestos y validados por el personal profesional experto en trámites sobre de dicha población.



1. Antecedentes



Acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión del 10 de setiembre de 2019, Artículo II, que literalmente indica lo siguiente:



SE ACUERDA: 14°. Instar a la Oficina de Control Interno del Poder Judicial el establecimiento de un sistema de controles mínimos que deben cumplir los despachos judiciales de las diferentes materias en los procesos vinculados con pueblos indígenas con el objetivo de cumplir de manera idónea la normativa nacional e internacional de Derecho Indígena y en especial, las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado y la Circular 123-19 de Corte Plena.



Según el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión del 7 de octubre de 2020, Artículo LX, se menciona lo siguiente:



“()… Se conoce la propuesta de Controles Mínimos asociados a Indígenas planteada por la Oficina de Control Interno, la cual ha sido trabajada con personas expertas de esta Subcomisión. 



SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone trasladar la propuesta a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a fin de que en el plazo de 8 días remitan sus sugerencias y observaciones a las direcciones electrónicas accesojusticia@poder-judicial.go.cr y dvargas@poder-judicial.go.cr, y a la Oficina de Control Interno, con el objetivo de analizarlas integralmente y presentar un documento final en la siguiente sesión, a fin de someterlo a análisis y aprobación. Comuníquese este acuerdo a todas las personas integrantes de la Subcomisión con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.”



Además, se adiciona el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tomado en la sesión virtual celebrada el 05 de febrero del 2021 el cual indica lo siguiente:



“Acuerdo: 1° Se toma nota del Oficio N°10-CI-2021 emitido por la Oficina de Control Interno. 2° Recomendar al Consejo Superior la aprobación de la propuesta de Controles Mínimos que deben seguir las oficinas judiciales para la atención eficaz y eficiente de los procesos vinculados con pueblos indígenas y el acceso a la justicia de esta población, construida por la Oficina de Control Interno y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, previo visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia y la Oficina de Control Interno con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.”.



Cabe indicar que la estandarización de los controles mínimos, fue aprobada por la Comisión de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en la sesión virtual celebrada el pasado martes 9 de febrero de 2021, Artículo V, donde literalmente se indica lo siguiente:



“Tema: Revisión de Controles mínimos que deben cumplir las oficinas judiciales asociadas al acceso a la justicia de la población indígena.



[bookmark: _Hlk64371217]Acuerdo: 1.-Se toma nota de la exposición del Lic. Hugo Hernández acerca del documento de controles mínimos para aplicar a pueblos indígenas. 2.- Se da el visto bueno por parte de la Comisión para que sea remitido para su gestión ante el Consejo Superior del Poder Judicial, la comunicación se hará desde la Oficina de Control Interno. 3.- Comuníquese al Departamento de Planificación como respuesta al oficio 507-PLA-RH-MI-2020.”



1. Alcance



Este informe sintetiza los resultados conseguidos del análisis de los controles mínimos, relacionados con la tramitación de los asuntos asignados a los despachos de las diferentes materias vinculadas con Población Indígena.



1. Sistema de Control Interno aplicable a las oficinas y despachos judiciales que tramitan procesos para la Población Indígena.



Inicialmente es importante indicar que la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, fue la persona enlace entre la Oficina de Control Interno y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, lo cual fue un apoyo esencial en el proceso de definición y validación de los controles mínimos de cumplimiento en la gestión judicial, incluidos en este informe.



Como procedimiento adicional se consideró necesario, realizar la validación correspondiente de los controles mínimos y actividades aplicadas, por lo que se contó con los aportes enviados por el licenciado Jean Carlo Monge Madrigal Juez Penal, licenciada Ligia Jeannette Jiménez Zamora Defensora Pública, y licenciada Ariana Céspedes López Fiscala Adjunta de Asuntos Indígenas, entre otros integrantes de la Subcomisión mencionada.



Además de forma complementaria, se realizaron varias sesiones de trabajo de manera conjunta con la participación de la licenciada Melissa Benavides Víquez, Jefa de la Unidad de Acceso a la Justicia y la Magistrada Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión indicada, con el fin de ajustar y delimitar apropiadamente las funciones de revisión y supervisión específicas. 



De esta manera, se llegó al consenso de estandarizar puntos de control, conforme a la estructura de los Componentes Funcionales del Sistema de Control Interno, los cuales se interrelacionan y se integran al proceso de gestión institucional. 



 Propuesta aprobada por la Comision y Subcomisión sobre los Controles mínimos que deben cumplir las oficinas judiciales asociadas al acceso a la justicia de la población indígena



Objetivo



Facilitar el control y seguimiento de las acciones desarrolladas por las oficinas del Poder Judicial involucradas con el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, relacionadas con la adopción de medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad de los pueblos indígenas Teribe y Bribri de Salitre ubicados en Buenos Aires de Puntarenas, y la concertación de las medidas a implementarse con las y los beneficiarios y sus representantes.



Impacto Institucional 



La propuesta se plantea en el marco de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 10, 16 y 17, entre otros, de la Agenda 2030, compromiso adquirido por el Consejo Superior en sesión N°32-17 del 04 de abril de 2017, Articulo LXX, con el fin de garantizar el acceso a la justicia de todos los pueblos indígenas de Costa Rica, incluyendo migrantes y el respeto de sus derechos, consagrados en la normativa nacional e internacional.



Fundamento 



La Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y la Circular 188-19 aprobada por Corte Plena en sesión Nº20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX denominada “20 Ejes de Acción”; los cuales deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, entre otras circulares (https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos-indigenas), las cuales  establecen lineamientos a las diferentes oficinas del Poder Judicial y en general, a las personas servidoras judiciales, acerca de las acciones a implementar en los procesos vinculados con personas indígenas y la atención de sus requerimientos.



Por su parte, el Plan Estratégico 2019-2024 -instrumento de planificación que guía la articulación y el trabajo en equipo del accionar judicial- visualiza la misión del Poder Judicial: “Administrar justicia pronta, cumplida y accesible, de conformidad con el ordenamiento jurídico para contribuir con la democracia, la paz social y el desarrollo sostenible del país.”; y la visión: “Ser un Poder Judicial que garantice al país, pleno acceso a la justicia, que resuelva los conflictos de manera pacífica, eficaz, eficiente, transparente y en apego a la ley, con personas servidoras comprometidas con su misión y valores, consciente de su papel en el desarrollo de la sociedad.” 



Además, dentro del Plan Estratégico Institucional se define como eje transversal “Valor en el servicio de Administración de Justicia”, el cual fomenta la implementación de controles en la Jurisdicción; coadyuvando a la atención que se le brinda a la persona usuaria y en busca de optimizar los recursos disponibles, procurar ser proactivos en los procesos judiciales y promover la mejora continua de la calidad de los servicios que brinda el Poder Judicial (objetivo estratégico institucional No.3).



De igual forma, el Acceso a la Justicia forma parte de los ejes transversales del PEI en todo el quehacer institucional, con el objetivo de promover acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia. 



En consecuencia con el propósito de promover el logro de las metas y objetivos institucionales, así como para establecer una base de datos para el desarrollo del proyecto denominado “Política para el Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas en el Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión 02-21 del 11 de enero de 2021, Artículo XXXIX; se proponen los siguientes controles mínimos, los que deberán cumplir las diferentes oficinas judiciales involucradas y en general, las personas servidoras judiciales en la atención de los procesos judiciales en los que participe esta población:



Componentes Funcionales del Sistema de Control Interno (SCI)



Normas Generales



Las personas funcionarias judiciales son responsables de realizar acciones pertinentes para el diseño, implantación, operación, y fortalecimiento de los distintos Componentes Funcionales del Sistema de Control Interno (SCI), de forma adecuada, efectiva y con observancia a las regulaciones aplicables.



Según establece la Norma 1.7 Rendición de cuentas del SCI, “El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben disponer y ejecutar un proceso periódico, formal y oportuno de rendición de cuentas sobre el diseño, el funcionamiento, la evaluación y el perfeccionamiento del SCI, ante los diversos sujetos interesados.”



Conforme a lo anterior, el Sistema de Control Interno se perfila como un mecanismo apto para apoyar los esfuerzos de la Institución para garantizar razonablemente el cumplimiento de la adecuada rendición de cuentas. Es oportuno indicar que, en los resultados obtenidos, se muestra la necesidad de cumplir con lo apuntado, informando a los Pueblos Indígenas sobre los avances alcanzados según las competencias de cada oficina o despacho judicial en relación con esta población.  



La tabla N°1 muestra las diferentes acciones de mejora y responsables, entre otros, para fortalecer el Sistema de Control Interno.



Tabla N°1

Controles mínimos aplicables a oficinas y despachos de las diferentes materias de los procesos vinculados con Pueblos Indígenas.



		Actividad de Control

		Acciones de mejora

		Responsable del cumplimiento

		Fundamento



		1. Reuniones rendición de cuentas.[footnoteRef:1] [1: Informar a los integrantes del pueblo indígena, priorizando las que sean miembros de los pueblos indígenas Teribe y Bribri de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH
] 


		Las oficinas del Poder Judicial deben ejecutar conforme a sus competencias las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), bajo la dirección y coordinación de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y conforme a la Circular 188-19, la Circular sobre las Medidas Cautelares 321-12 aprobadas por Corte Plena y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030.



Realizar sesiones periódicas en las que se informe sobre los avances alcanzados conforme a las competencias de cada oficina en relación con las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado en beneficio de los pueblos indígenas Bribri de Salitre y Térraba. Los informes se enviarán a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia por medio de la Subcomisión de Acceso a la Justicia cuando ésta los solicite de manera periódica.

Se reitera realizar visitas a las comunidades indígenas cumpliendo con los lineamientos del Ministerio de Salud con ocasión de la pandemia Covid-19, Corte Plena y Consejo Superior, dada la necesidad de que los despachos garanticen el respeto de los derechos y garantías que cubren a la población indígena. Se levantarán minutas de esas visitas, además, se incorporarán las evidencias respectivas como fotografías o videos, entre otros, contando siempre con el visto de la población indígena.

Debe considerarse que, en caso de efectuarse esas visitas, se podría valorar impartir una charla o taller informativo con el que se brinde ese tipo de información. En caso de motivos de fuerza mayor, como por ejemplo la pandemia Covid-19, entre otros, podrá justificarse no realizar esos talleres o charlas.

Los talleres, charlas y otras actividades que se desarrollen en territorios indígenas dirigidas a esa población deben siempre ajustarse a la normativa nacional e internacional que regula los derechos de la población indígenas, los lineamientos de la Circular 188-19 de Corte Plena, la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y verificando que no se adversen las costumbres y cosmovisión de las personas indígenas involucradas.

		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Despacho de la Presidencia

Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales

Comisión de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 

Unidad de Acceso como órgano técnico y/o la Comisión de Acceso a la Justicia.

Fiscalía General

Defensa Pública

Organismo de Investigación Judicial

Direcciones Ejecutiva, Planificación, Gestión Humana, Tecnología de la Información, Escuela Judicial, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Dirección de Justicia Restaurativa, Inspección Judicial.

CONAMAJ y Programa Nacional de Personas Facilitadoras Judicial

Contraloría de Servicios

Oficinas y despachos responsables según zona

Consejos de Administración



		Convenio 169 de la OIT y demás normativa nacional e internacional sobre derechos de los pueblos indígenas

Resolución de la CIDH en Medidas Cautelares 321-12

Norma 1.7 Rendición de Cuentas

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15



Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20



Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.



Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.

Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11









Tabla N°1. Fuente: Información propia OCI



Ambiente de Control. 



La Ley General de Control Interno lo define de la siguiente manera: “El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias deben establecer un ambiente de control que se constituya en el fundamento para la operación y el fortalecimiento del SCI, y en consecuencia, para el logro de los objetivos institucionales. A los efectos, debe contemplarse el conjunto de factores organizacionales que propician una actitud positiva y de apoyo al SCI”.  



Es importante denotar que el personal judicial debe contar con ciertas condiciones o habilidades esenciales para desempeñar adecuada y oportunamente las funciones del cargo, esto según lo establece la Norma 2.4 Idoneidad del personal, donde se establece que: “el personal debe reunir las competencias y valores requeridos, de conformidad con los manuales de puestos institucionales, para el desempeño de los puestos y la operación de las actividades de control respectivas”.  Por lo anterior, un aspecto relevante y de interés institucional incluido en este informe es el de Capacitación. 



En este sentido se considera oportuno mencionar que la norma 2.1 referente al Ambiente de Control, indica que: “el Jerarca y los Titulares Subordinados, según sus competencias, deben establecer un Ambiente de Control que se constituya en el fundamento para la operación y el fortalecimiento del SCI, mediante el mantenimiento de personal comprometido y con competencia profesional para el desarrollo de las actividades y contribuir con el logro de los objetivos.”



En línea con lo que precede, debe acotarse que la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia, se encuentran realizando grandes esfuerzos, con el fin de implementar varios proyectos de capacitación en coordinación con la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación institucionales. Actualmente se han emitido una serie de lineamientos internos entre ellos los “20 Ejes de Acción” aprobados por Corte Plena en sesión N°20-19 del 27 de mayo de 2019, articulo XIX, y la Circular 188-19, con el fin de dar cumplimiento a una serie de actividades de mejora que coadyuvarán con el trato en los procesos vinculados con la población indígena.  



Una de esas propuestas de mejora es desarrollar capacitaciones dirigidas a las personas servidoras judiciales sobre la historia, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas conforme a las disposiciones del Convenio 169 de la OIT y demás normativa nacional e internacional que regula los derechos de esa población. Entre las personas facilitadoras deben considerarse personas indígenas según los lineamientos de la Circular 188-19.



El objetivo es fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales de todos los ámbitos, incluyendo Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía General, OIJ y el área Administrativa, tanto en conocimientos como en habilidades, destrezas, actitudes, entre otras; para fortalecer y garantizar el acceso a la justicia de los pueblos indígenas en la Administración de Justicia, además de priorizar la atención de los procesos judiciales vinculados con población indígena en cumplimiento de los compromisos del Estado costarricense. Deberá priorizarse especialmente los asuntos relacionados con las y los beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.



La tabla N°2 muestra las diferentes acciones de mejora y responsables, entre otros, fortalecen el Sistema de Control Interno:

Tabla N°2

Controles mínimos aplicables a oficinas y despachos de las diferentes materias de los procesos vinculados con Pueblos Indígenas.



		Actividad de Control

		Acciones de mejora

		Responsable del cumplimiento

		Fundamento





		1. Capacitación del Personal



		Elaborar y mantener un control y seguimiento actualizado del personal capacitado en temas de derechos de la población indígena, incluyendo en las capacitaciones la normativa nacional e internacional, la jurisprudencia de la Corte IDH, la CIDH, Sala Constitucional y demás Salas de Casación, entre otros lineamientos establecidos por la Circular 188-19. Los datos deben quedar respaldados en el sistema de control documental a disposición de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas al momento en que lo soliciten para los controles de seguimiento institucional.





		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Dirección de la Escuela Judicial

Unidades de capacitación (Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Gestión Humana). 

Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la función Jurisdiccional

Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables

Consejos de Administración 

Contraloría de Servicios 



		Medida Cautelar 321-12 de la CIDH contra el Estado

Artículo 10. Capacitación permanente del personal. Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.

Artículo 12. Ley Orgánica del Poder Judicial

Norma 2.4 Idoneidad del personal

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.



Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11







		1. Visitas a territorios indígenas.

		Elaborar un cronograma para realizar visitas (talleres, charlas, rendiciones de cuentas, entre otros) a los territorios indígenas. Se recomienda que se programen al menos 3 reuniones anuales por cada uno de los ámbitos institucionales (Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial), contándose siempre con la coordinación previa de la población indígena involucrada y el cumplimiento de las medidas sanitarias de la pandemia Covid-19. (En este caso en particular y en virtud de que se redujo el presupuesto las visitas se podrán realizar según el presupuesto asignado).

Con dichas visitas se pretende conocer el entorno y cosmovisión de la población indígena, de ser posible:

¿Cuáles son los órganos representativos de cada territorio? Por ejemplo: Consejo de Mayores, Asociación de Desarrollo Indígena, Tribunales de Derecho Propio, entre otros.

¿Qué necesidades presentan las personas indígenas en cuanto a: traslados, asistencia letrada, nombramiento de intérpretes, horarios de atención y ayudas económicas, entre otros

¿Con qué condiciones de infraestructura u otras cuenta cada territorio indígena, para realizar audiencias in situ? 

¿Qué personas estarían interesadas en colaborar como personas intérpretes y/o personas facilitadoras judiciales?

¿Qué temas interesan a la población indígena en relación con la capacitación que impartan en el Poder Judicial y que se les dirija por medio de charlas u otras actividades?

¿Los principales obstáculos que se les presentan para el acceso a los servicios del Poder Judicial, sus sugerencias de mejora y eliminación de barreras para hacer más eficaz y eficiente el acceso a la justicia intercultural?

De cada reunión se debe levantar una minuta donde se documente la fecha de la actividad, los contenidos de las capacitaciones o talleres. Además, agregar las evidencias respectivas (videos, fotografías, entre otros) previa coordinación con la población indígena.



		Comisión de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

CONAMAJ

Direcciones Institucionales

Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables

Consejos de Administración 

Contraloría de Servicios 





		Artículo 1 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.



Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11









		1. Brindar protección y seguridad a las personas indígenas

		Analizar y ejecutar opciones cuando legalmente corresponda, para brindar protección y seguridad previo proceso de concertación con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres y cosmovisión, en el marco de la Circular 188-19 de Corte Plena.

		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Ministerio Público 

Oficina de Protección de Víctimas y Testigos

Organismo de Investigación Judicial

Consejos de Administración 

Contraloría de Servicios 





		Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y al Código Penal N° 8720

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.



Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11





Tabla N°2 Fuente: Información propia OCI



Valoración del Riesgo.



Comprende la identificación, el análisis, la evaluación, la administración, la revisión, la documentación y la comunicación de los riesgos institucionales[footnoteRef:2]. El Artículo 14 inciso a, de la Ley GCI indica: “En relación con la valoración del riesgo, serán deberes del jerarca y los titulares subordinados, entre otros, los siguientes: inciso a) Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales, definidos tanto en los planes anuales operativos como en los planes de mediano y de largo plazos”. [2:  Según lo establecen las Normas sobre la Valoración del Riego 3.1, 3.2, 3.3.] 




Por lo anterior, la Gestión de Riesgos, debe ser realizada por el Jerarca, los Titulares Subordinados, y demás personal que labora en la Institución, con el fin de determinar cómo administrar los riesgos, aplicando oportunamente medidas preventivas de control. 



El tema de la administración de riesgos reviste una gran importancia, en tanto brinda la posibilidad de analizar sistemáticamente los aspectos que pueden atentar contra la consecución de los objetivos institucionales y en este caso los objetivos específicos, orientados al cumplimiento de lineamientos y directrices establecidos para la atención de pueblos indígenas, permitiendo brindar una atención especial, así como un mejor servicio público. 



La tabla N°3 muestra las diferentes acciones de mejora y responsables, entre otros:



Tabla N°3

Controles mínimos aplicables a oficinas y despachos de las diferentes materias de los procesos vinculados con Pueblos Indígenas.



		Control

		Acciones de mejora

		Responsable del

cumplimiento

		Fundamento





		1. Identificación y análisis de riegos (Matriz del SEVRI)

		[footnoteRef:3]Validar la información obtenida en el SEVRI, especialmente los riesgos identificados y las acciones de respuesta [3:  Es necesario la valoración integral de los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas vinculadas con la población indígena, según lo establecido en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024.] 


 

​Implementar las medidas de control ​establecidas según los riesgos identificados​.

 

Documentar y establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones con relación a la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte ​personas indígenas, priorizando las que sean miembros de los pueblos indígenas Teribe y Bribri de Salitre.

​Utilizar la información recopilada como insumo para la toma de decisiones, ​procurando que las acciones ​establecidas contribuyan a lograr que el nivel de riesgo organizacional en este tema sea aceptable.



		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Comisiones Institucionales y Jurisdiccionales

Dirección Nacional de Justicia Restaurativa

Direcciones Institucionales

Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables[footnoteRef:4] [4:  Pueden brindar insumos importantes del tema.] 


Consejos de Administración 

Contraloría de Servicios 



		Circular 188-19 de Corte Plena 

Artículos 14 y 19 de la Ley General de Control Interno, las normas 3.1 y 3.2 del Manual de Normas de Control Interno para el sector público y la Circular No. 99-09 de la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial No. 188 del 28 de setiembre del 2009.



Aplicación de la metodología SEVRI aprobada

Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.



Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11





Tabla N°3 Fuente: Información propia OCI

[bookmark: _Hlk67047306]

Actividades de Control.



Según indica la LGCI en su Artículo 15, “serán deberes del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros los siguientes: “a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y los procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones.” 



Bajo esta normativa, es evidente que las Actividades de Control regulan el accionar de la institución para asegurar razonablemente el logro de los objetivos institucionales, identificando oportunamente desviaciones en el accionar, respecto de las políticas y procedimientos por lo que deben ser dinámicas, a fin de introducir las mejoras que procedan en virtud de los requisitos del lugar y momento.  



La tabla N°4 muestra las diferentes acciones de mejora y responsables, entre otros:



Tabla N°4

Controles mínimos aplicables a oficinas y despachos de las diferentes materias de los procesos vinculados con Pueblos Indígenas.



		Control

		Acciones de mejora



		Responsable del

Cumplimiento

		Fundamento





		1. Atención preferencial a las personas indígenas[footnoteRef:5] y a los procesos judiciales en los que participe esa población. [5: Se debe atender a todas las personas indígenas del país y a las migrantes, en todas las materias, de acuerdo con sus necesidades, con especial priorización a las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH. ] 


		Utilizar una carátula[footnoteRef:6] con color “Rojo” para identificar los expedientes judiciales vinculados con la población indígena, tanto físicos, híbridos como digitales, específicamente en las materias de impacto social tales como: agrario, penal, contencioso administrativo, civil, cobro judicial, laboral, violencia doméstica, familia, y pensiones alimentarias, entre otras. [6:  Físicos, híbridos o digitales, según se requiera.] 


En los expedientes electrónicos debe darse seguimiento a las alertas que informen sobre la participación de personas indígenas para la atención prioritaria.

Además, es necesario que los servidores y servidoras judiciales brinden un trato prioritario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población indígena.  

Respecto a los expedientes físicos e híbridos se requiere habilitar una casilla especial para el trámite ágil y la resolución de los expedientes judiciales en que intervengan personas indígenas.



		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Jefaturas

Departamento de Artes Gráficas

Dirección de Tecnología de la Información y de Planificación

Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Consejos de Administración 

Contraloría de Servicios 



		Convenio 169 de la OIT y demás normativa nacional e internacional sobre derechos de pueblos indígenas

Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.



Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11



		1. Realización diligencias in situ.[footnoteRef:7] [7: La ley establece que en casos de personas indígenas, las audiencias deban llevarse en cabo en los propios territorios indígenas. ] 


		Las Autoridades Judiciales deben promover la realización de diligencias in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas para dar cumplimiento a la política de fortalecimiento del servicio público de administración de justicia. 



Se debe fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible (para el inicio y el término de las diligencias), contemplando las particularidades de cada zona, entre los cuales se denotan medios de transporte, u otros elementos particulares de las personas indígenas. De lo contrario debe tramitárseles las ayudas económicas para las comidas, transporte, y el hospedaje.

Deben seguirse los indicadores en SIGMA que indiquen cuántos casos de personas indígenas han ingresado y en cuántos se han efectuado ese tipo de diligencias, con información debidamente actualizada e incorporada en los sistemas institucionales.[footnoteRef:8] [8: Es necesario que la Dirección de Planificación, propiamente la Sección de Estadística elabore indicadores que puedan incluirse en los sistemas, así como a SIGMA.] 


		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Dirección Ejecutiva, de Planificación y de Tecnología de la Información

Despachos Jurisdiccionales

Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial

Consejos de Administración 

Contraloría de Servicios 



		Convenio 169 de la OIT y demás normativa internacional que regula los derechos de la población indígenas

Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.



Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11.



		1. Brindar prioridad a las personas indígenas que se apersonen a las oficinas judiciales y quienes participen en los procesos y audiencias.[footnoteRef:9] [9: El personal judicial deberá dar prioridad a los procesos con personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.
] 




		Las personas servidoras judiciales en general, darán prioridad, trato digno y respetuoso a las personas indígenas.

 Se debe considerar que una de las limitaciones que la persona usuaria podría experimentar es si comprende o no el idioma español, con el fin de asignarle una persona intérprete.

Es necesario que la consulta sea en lenguaje sencillo si su idioma es indígena y a partir de ello facilitar una persona intérprete para garantizar la comprensión de la persona usuaria y de las personas juzgadoras.

De ser necesario, deben ofrecerse espacios de tiempo para una adecuada comprensión. Tratándose de mujeres indígenas quienes deban participar en los procesos o en las audiencias judiciales se deberá propiciar que sean atendidas por intérpretes del mismo género. Lo anterior, en tanto la persona indígena requiera esa asistencia y no se haga acompañar de una persona intérprete de su confianza.

Es recomendable tener una comunicación directa con grupos representativos de cada territorio, con el fin de conocer las condiciones en las que vive la población, con el objetivo de encontrar opciones de mejora en la atención del servicio institucional para ofrecer un acceso a la justicia eficaz y eficiente. Se reitera utilizar un lenguaje sencillo e inclusivo; sin estereotipos o prejuicios que generen discriminaciones.

 

		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Dirección de la Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo

Despachos Jurisdiccionales

Personas servidoras judiciales en general

Contraloría de Servicios

		Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.

Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11



		1. Cumplimiento de Normativa vigente de Control Interno asociada a los derechos de la población indígena en general.



		Se debe promover documentar, actualizar y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control, actividades de capacitación, entre otros, que garanticen el fortalecimiento del Sistema de Control Interno.







		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 

Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Oficinas de Prensa del Organismo de Investigación Judicial y del Ministerio Público

Direcciones Institucionales

Escuela Judicial y Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público y Organismo de Investigación Judicial

Consejos de Administración 

Contraloría de Servicios 

Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables



		Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.

Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11

Artículo N°15 Actividades de Control, inciso a. Ley de Control Interno. Documentar, mantener actualizados y divulgar las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el fortalecimiento del Sistema de Control Interno institucional.



		1. Cumplimiento y regulaciones internas dirigidas al personal judicial



		Se debe cumplir con las circulares internas emitidas por Corte Plena y Consejo Superior dirigidas a todas las personas servidoras judiciales que tramiten procesos judiciales vinculados con la población indígena.

Facilitar intérpretes u otros medios eficaces para la compresión en los procedimientos legales iniciados.

Designar peritajes culturales en los procesos en los que intervienen personas indígenas con el fin de conocer la cosmovisión de la población y sus características.

		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 

Direcciones de la Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo

Direcciones Ejecutiva, de Planificación, Tecnología de la Información, Gestión Humana, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Escuela Judicial y Unidades de Capacitación

Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional 

Inspección Judicial

Contraloría de Servicios

Despachos Jurisdiccionales

Comisiones Institucionales y Jurisdiccionales



		Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas.

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción.

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena.

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.

Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11

Jurisprudencia de la Corte IDH, Sala Constitucional y Salas de Casación.





Tabla N°4 Fuente: Información propia OCI



[bookmark: _Hlk67047379]Sistemas de Información.



Constituyen un medio para el establecimiento de las estrategias organizacionales y el logro de los objetivos, razón por la cual se deben analizar las necesidades y diseñar los sistemas precisos para disponer de información adecuada y suficiente. Esto se traduce en que los sistemas de información deben fundamentarse en un plan estratégico, vincularse a la planificación institucional orientándose a logro de los objetivos generales y a los específicos de cada actividad. En la LGCI, sobre este tema se destaca el Articulo 16, el cual literalmente indica lo siguiente:



“Deberá contarse con sistemas de información que permitan a la administración activa tener una gestión documental institucional, entendiendo esta como el conjunto de actividades realizadas con el fin de controlar, almacenar y, posteriormente, recuperar de modo adecuado la información producida o recibida en la organización, en el desarrollo de sus actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados. Dicha gestión documental deberá estar estrechamente relacionada con la gestión de la información, en la que deberán contemplarse las bases de datos corporativas y las demás aplicaciones informáticas, las cuales se constituyen en importantes fuentes de la información registrada.”



Cabe recordar que, los Sistemas de Información permiten a la institución, disponer de una gestión documental en la que se puede incluir, almacenar y recuperar información oportunamente, tanto interna como la externa, y con ello poder brindar a la persona usuaria información confiable, uniforme, consistente y oportuna, con apego al bloque de legalidad.



La tabla N°5 incluye las diferentes acciones de mejora y responsables, sobre este aspecto.



Tabla N°5

Controles mínimos aplicables a oficinas y despachos de las diferentes materias de los procesos vinculados con Pueblos Indígenas.



		Control

		Acciones de mejora

		Responsable del cumplimiento

		Fundamento





		1. Gestión documental institucional



		Se debe contar con un sistema de información en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte personas indígenas en general, y prioritariamente, integrantes del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre.

Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en relación con la tramitación y resolución de procesos judiciales en los que estén vinculadas personas indígenas.

El sistema de información debe permitir que la información institucional se debe almacenar, recuperar de manera oportuna y eficiente. 



		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 

Direcciones de la Defensa Pública, Ministerio Público y Organismo de Investigación Judicial

Direcciones Ejecutiva, Planificación, Tecnología de la Información, Gestión Humana, Escuela Judicial, de Justicia Restaurativa, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Despachos Jurisdiccionales

Consejos de Administración 

Contraloría de Servicios 



		Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica

Normativa 5.4 Gestión documental. Ley General de Control Interno.[footnoteRef:10] [10: El Jerarca y los Titulares Subordinados, según sus competencias, deben asegurar razonablemente que los sistemas de información propicien una debida gestión documental institucional.] 


Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.



Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11





Tabla N °5 Fuente: Información propia OCI

[bookmark: _Hlk67047436][bookmark: _Hlk49279015]Seguimiento.



Un seguimiento efectivo beneficia porque permite identificar y corregir oportunamente las deficiencias presentadas en el Sistema de Control Interno, además, la información que se obtiene podrá ser segura y confiable para la toma de decisiones y la rendición de cuentas.



Sobre el particular el Artículo 17 de la Ley GCI establece: 



“Entiéndase por seguimiento del Sistema de Control Interno las actividades que se realizan para valorar la calidad del funcionamiento del SCI, a lo largo del tiempo; asimismo, para asegurar que los hallazgos de la Auditoría Interna y los resultados de otras revisiones se atiendan oportunamente”.



De esta forma, los resultados obtenidos del Seguimiento y del Proceso de Autoevaluación anual del SCI, son parte fundamental para establecer planes de mejoras donde se identifiquen las acciones por emprender, así como los responsables de su ejecución, el plazo en que se atenderán, entre otros aspectos y criterios que permitan verificar el avance de los citados planes.



La tabla N°6 muestra las acciones de mejora y responsables de su atención, entre otros:



Tabla N°6

Controles mínimos aplicables a oficinas y despachos de las diferentes materias de los procesos vinculados con Pueblos Indígenas.



		[bookmark: _Hlk49502667]Control

		Acciones de mejora 

		Responsable del cumplimiento

		Fundamento Legal





		1. Medidas de seguimiento



		Se deberán incluir dentro de las actividades de capacitación a evaluar, la efectividad de los cursos relacionados con la temática indígena.





		Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Comisión de Acceso a la Justicia

Unidad de Acceso a la Justicia

Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 

Dirección de la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación de Gestión Humana, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y Defensa Pública





		Norma 6.3 Actividades de seguimiento del SCI.

Norma 6.4 Acciones para el fortalecimiento del SCI.

Circular 103-20 sobre Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del Covid-19 en territorios indígenas

Circular sobre divulgación del contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado

Circular 188-19 de Corte Plena sobre 20 Ejes de Acción

Circular 192-19 sobre Uso de Lenguaje Claro a Población Indígena

Circular 67-19 de la Defensa Pública

Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.

Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.

Circular 10-09 Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de la Población Indígena emitidas por el Consejo Superior y reiteradas en la Circular 80-15

Circular 267-20 sobre Estándares para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios, homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia Covid-19; modificada por la Circular 262-20

Circular 227-20 sobre Lineamientos para la realización de las puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas.

Circular 81-15 que reitera la Circular 94-10 sobre Envío de Gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que Personas Indígenas sean parte.

Circular 86-15 que reitera Circular 182-05 sobre obligación de dar trato preferencial a la población indígena y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad

Circulares de la Dirección Ejecutiva N° 01-20, 83-19, 96-18, 14-18, 21-16, 02-15, 165-13 y 58-11

Circular del Ministerio Público 13-11





Tabla N°6 Fuente: Información propia OCI

[bookmark: _Hlk494894968]V.- Conclusiones 



Una vez analizado el entorno, en el cual funcionan las oficinas y despachos judiciales que atienden Pueblos Indígenas y validados los resultados por parte de integrantes de la Subcomisión de Asuntos Indígenas, se concluye lo siguiente:



· Es preciso fortalecer el SCI, a través de la creación de una serie de controles mínimos, que permitan brindarles una mejor atención, un servicio más oportuno y cercano a su cosmovisión y necesidades reales.



· A efecto fortalecer el Sistema de Control Interno, es preciso estandarizar puntos de control y acciones preventivas como oportunidades de mejora para gestionar el mejoramiento continuo del servicio que se brinda a las personas usuarias de Pueblos Indígenas.



· Es conveniente poner este informe a disposición de la Dirección de Planificación, para que tome en consideración los controles mínimos aquí propuestos, como insumo en la implementación de los proyectos de rediseño en todas las materias y se vean involucradas personas indígenas.



Los controles y acciones preventivas que forman parte de este informe no son absolutas, requieren ser valoradas y actualizadas de acuerdo con las necesidades del momento, por lo cual, resulta pertinente que los despachos que atienden procesos donde participan personas indígenas, incluyan su valoración dentro de los ejercicios de Autoevaluación Institucional del Sistema de Control Interno.



1. Recomendaciones  



[bookmark: _Hlk66434378]Según los resultados y conclusiones del informe se emiten las siguientes recomendaciones, dirigidas al fortalecimiento del Sistema de Control Interno y con el fin de mejorar el servicio que brinda la institución a la persona usuaria de la población Indígena.



Al Consejo Superior



1. Acoger la publicación de la circular adjunta (Anexo) con el fin de girar instrucciones a las oficinas y despachos judiciales donde tramitan procesos vinculados a la Población Indígena, para que utilicen los controles mínimos establecidos para mejorar la calidad del servicio y brindar un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población indígena.  



Al Tribunal de la Inspección Judicial



1. Incluir en su programación de visitas a las oficinas y despachos, un espacio para verificar el cumplimiento de las medidas incluidas en este informe, en los procesos vinculados con la Población Indígena.



Dirección de Tecnología 



1. Establecer en los diferentes sistemas Institucionales, el color “Rojo” para identificar a las personas usuarias indígenas que participan en los diferentes procesos, lo que permitirá priorizar la atención del caso en todo despacho judicial.



Al Centro de Apoyo



1. Verificar el correcto cumplimiento de las actividades de control establecidos para fortalecer el Control Interno en procesos judiciales con participación de personas indígenas.



A la Dirección de Planificación



1. Incluir en el modelo de rediseño de procesos, los controles mínimos definidos en este informe para las oficinas y despachos judiciales que tramitan procesos vinculados a la población indígena. Además, resulta de suma importancia que la necesidad de nuevos controles se someta a consideración de expertos como la de la Subcomisión de Asuntos Indígenas, a fin de mantener actualizada y validada la gestión en esta área.



Departamento de Artes Gráficas



1. Crear e imprimir carátulas en color “Rojo” en todas las materias, para identificar los expedientes judiciales con participación de población indígena, coordinando con las Administraciones Regionales, la cantidad requerida en cada Circuito.



(…)”



-0-



Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe elaborado por el máster Hugo Hernández Alfaro y la licenciada Indira Alfaro Castillo, en su respectivo orden; Jefe de la Oficina de Control Interno y Profesional de Control Interno, en oficio N° 037-CI-2021 del 6 de abril de 2021 y acoger sus recomendaciones las que deberán ser cumplidas por cada una de las instancias indicadas. 2.) Aprobar la siguiente propuesta de circular: 



[bookmark: _Hlk66435854]CIRCULAR No. 000-2021



Asunto: “Fortalecer el Sistema de Control Interno mediante actividades de control en las oficinas y despachos judiciales que tramitan proceso vinculados con la población Indígenas, a través de la utilización oportuna de actividades de control.”



A TODAS LAS OFICINAS Y DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

E LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N°29-2021 celebrada el 15 de abril de 2021, artículo LXXVI, acordó hacer de conocimiento de las personas de oficinas y juzgados, el informe 37-CI-2021 elaborado por la Oficina de Control Interno, sobre el Diagnóstico de Sistema de Control Interno realizado a las oficinas y despachos judiciales que tramitan procesos vinculados con las personas usuarias de poblaciones indígenas. 



Al dar cumplimiento a esta circular se fortalece oportunamente el funcionamiento del Sistema de Control Interno (SCI), y la estandarización de las actividades de control. Además, es necesario que los servidores y servidoras judiciales brinden un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población indígena.  



Será responsabilidad de la Administración Activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento.



Por último, se señala que la Oficina de Control Interno estará en la mayor disposición de asesorar en el proceso de implementación de esta línea de control.

Puede acceder el acuerdo completo al siguiente enlace de la página Web de Control Interno:

https://controlinterno.poder-judicial.go.cr/index.php/asesoria-y-gestion-documentos-



La Secretaría General de la Corte, tomara nota para lo que corresponda.”





Atentamente, 









Kenneth Aguilar Hernández

Prosecretario General interino

Secretaría General de la Corte







 

Cc: 

Tribunal de la Inspección judicial

Dirección de Tecnología de la Información

Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Departamento de Artes Gráficas

Oficina de Control Interno

Encargada de Circulares de la Secretaría de la Corte

Diligencias / Refs: (5484-2019 / 3323-2021) 

Stephanie A.
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                           Secretaría General



San José, 03 de noviembre de 2021

N° 9926-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora Magistrada Suplente

Licda. Sandra María Pereira Retana, Coordinadora

Subcomisión de Acceso a la Justicia de 

Personas Adultas Mayores



Estimada señora:





Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 46-2021 celebrada el 01 de noviembre del 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc86395983]“ARTÍCULO VIII



Documento N°8308-2020/11846-2021



En sesión N°50-2020 celebrada el 7 de setiembre del 2020, artículo XXII, se acogió la solicitud de la Unidad de Acceso a la Justicia y se designó a la magistrada suplente Deyanira Martínez Bolívar, como coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores. 



La licenciada Angie Calderón Chaves, Encargada interina de la Unidad de Acceso a la Judicial, en oficio N° CACC-864-2021 del 28 de octubre del 2021; manifestó: 



“Reciban un cordial saludo. Por este medio me permito hacer de su estimable conocimiento que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores venía siendo coordinada por la señora Magistrada Suplente Deyanira Martínez Bolívar, quien ha manifestado que por múltiples compromisos laborales y personales le resulta imposible en este momento continuar con la coordinación de dicha Subcomisión; siendo que, en reunión que se mantuvo con el Magistrado Jorge Olaso Álvarez, coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia; presentó su renuncia y puso a disposición dicha coordinación. 



En razón de lo expuesto, se solicita la colaboración de las señoras y señores Magistrados para que en lugar de la Sra. Martínez Bolívar, se autorice la designación del Sra. Magistrada suplente Sandra María Pereira Retana, para que asuma dicha coordinación. No omito indicar, que doña Sandra Pereira ha manifestado su anuencia y la mejor disposición para asumir dicha labor.    



Agradecemos la atención, y la colaboración que nos puedan brindar al respecto, para que la señora Pereira Retana, asuma cuanto antes dicha coordinación.  



Suscribo con muestras de consideración y estima”.



- 0 –



	Se acordó: Acoger la solicitud de la Unidad de Acceso a la Justicia, en consecuencia: Designar a la magistrada suplente Sandra María Pereira Retana, como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores, por el plazo de dos años, a partir del 2 de noviembre de 2021 y hasta el 1 de noviembre de 2023. Lo anterior en razón de la renuncia presentada por la magistrada suplente Deyanira Martínez Bolívar.  Se declara acuerdo firme.”





Atentamente, 









Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

						Corte Suprema de Justicia





 

c: 	Licda. Angie Calderón Chaves, Encargada interina de la Unidad de Acceso a la Judicial

Unidad de Archivo de la Secretaría General de la Corte

Diligencias / Refs: (8308-2020/11846-2021) 

Iquesadac
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